	[image: image2.png]>
Arabako Foru Aldundia

Diputacion Foral de Alava
>






	Aholku Batzordea

Comisión Consultiva


	
	[image: image1.jpg]‘4;;:..




	

	
	
	



PROPUESTA DE DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL PARA LA REGULACIÓN DE LA ESTRUCTURA, ORGANIZACIÓN Y PROCEDIMIENTO REGISTRAL DEL REGISTRO FORAL DE SERVICIOS SOCIALES DEL THA (SESIÓN COMISIÓN CONSULTIVA 11 MAYO 2021).

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

Este dictamen ha sido solicitado por la Directora de Servicios Sociales y en la solicitud se acompaña el texto del proyecto y demás documentación integrante del expediente de elaboración de la norma reglamentaria.

La Orden Foral 23/2020, de 5 de febrero, del Diputado de Políticas Sociales, inició el procedimiento de elaboración de un proyecto de reglamento regulador de la organización y funcionamiento del Registro Foral de Servicios Sociales del Territorio Histórico de Álava y derogatorio del anterior Decreto Foral 25/1999, de 23 de febrero.

Posteriormente, la Orden Foral 29/2020, de 11 de febrero, del mismo departamento, aprobó inicialmente el texto del proyecto.

Figura, además, en el expediente el informe de impacto de género de la Secretaría de Servicios sociales, de 10 de febrero de 2020, según el cual el proyecto no es pertinente al género, conclusión ratificada por el informe de observaciones sobre la evaluación de impacto de género del proyecto, de 13 de marzo de 2020, de la Dirección de Igualdad y Derechos Humanos. Figura también el informe abreviado de impacto normativo, de 8 de marzo de 2021, del Servicio de Registro e Inspección de Servicios Sociales, que aborda lo relativo a la a oportunidad y conveniencia de la propuesta, al contenido, análisis jurídico y tramitación de la misma, así como a su impacto económico y presupuestario. 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS
PRIMERA.- Competencia de la Comisión Consultiva.
La competencia de la Comisión Consultiva para emitir el presente dictamen resulta del art. 3.1.b) de su Reglamento Orgánico, aprobado por Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 marzo, que somete al dictamen preceptivo y no vinculante de esta Comisión «los proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas».
SEGUNDA.- Sobre los aspectos formales de la norma en proyecto.
a) Competencia.

Corresponde al Consejo de Gobierno Foral el ejercicio de la potestad reglamentaria conforme a lo dispuesto en el artículo 3.2 de la Norma Foral 2/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación foral de Álava.

b) Principios de buena regulación.
El preámbulo del proyecto justifica su adecuación a los principios de buena regulación regulados en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC) y en el artículo 3 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.

c) Procedimiento.

i) Plan Anual Normativo.

Establece el art. 4 del Decreto Foral 29/2017:

1. El último trimestre de cada año la Diputación Foral de Álava aprobará y hará público un Plan Normativo referido a las iniciativas normativas forales y de carácter general que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente.

2. En el caso de que se proponga la aprobación por el órgano competente de una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de dicha disposición de carácter general.

Pues bien, de acuerdo con esta regulación, entendemos que la referencia a la obsolescencia del vigente decreto foral que regula el Registro de Servicios Sociales que se contiene a estos efectos en el informe de impacto normativo abreviado, no justifica mínimamente la tramitación de un proyecto que, como es el caso del sometido a dictamen, no está incluido en el Plan Anual Normativo, más si se tiene en cuenta que desde la fecha de inicio del procedimiento de elaboración de la disposición general (5 de febrero de 2020) se ha aprobado el Plan Anual Normativo  correspondiente al ejercicio 2021.

ii) Consulta pública previa y trámite de audiencia e información pública.

Consideramos no conforme a derecho la omisión de los trámites de consulta pública previa y de audiencia e información pública exigidos por los artículos 9 y 13 del Decreto Foral 29/2017 en la medida en que la regulación contenida en el proyecto, en lo que respecta, entre otros extremos, al procedimiento para la práctica de los asientos registrales, a los efectos de los mismos asientos o a la publicidad registral excede lo puramente organizativo, al contrario de lo que se afirma a este respecto en el informe de impacto normativo abreviado.

iii) Otros trámites.

Como se ha dicho ya, figuran en el expediente los informes de impacto normativo y de evaluación previa del impacto en función del género, y las observaciones favorables del Servicio de Igualdad, trámites todos ellos previstos en el art. 14 del Decreto Foral 29/2017.

TERCERA.- Títulos competenciales actuados por la norma reglamentaria en proyecto.
Se encuentran comprendidos dentro de los que corresponden a los órganos forales del Territorio Histórico de Álava en materia de servicios sociales o asistencia social, que son los siguientes:

a) Por un lado, el previsto en los artículos 7.c).1 y 8.3 de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos (LTH), así como en el artículo 41.1 de la vigente Ley12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales (LSS), que atribuyen a las diputaciones forales el ejercicio de la potestad reglamentaria para la organización de sus propios servicios.

b) Por otro lado, el que resulta del artículo 41.11 LSS, que atribuye a las diputaciones forales la «regulación y mantenimiento del Registro foral de Servicios Sociales» (apartado 11), competencia esta que, en todo caso, debe entenderse sin perjuicio de la potestad reglamentaria del Gobierno Vasco en materia de servicios sociales, y, más concretamente, en materia de registro de centros y servicios, conforme al artículo 40.1.a) LSS.

Debemos precisar como corolario de los preceptos anteriores que la potestad reglamentaria de los órganos forales en la materia objeto del proyecto se circunscribe a cuestiones organizativas y complementarias respecto de la regulación que apruebe el Gobierno Vasco. Criterio con el que venimos a coincidir con el que expresa la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi en el punto 25 de su dictamen nº 110/2012 relativo al proyecto del vigente Decreto 155/2012, de 24 de julio de Registros de Servicios Sociales (consulta 86/2012).
CUARTA.- Contenido del proyecto.
El proyecto de norma reglamentaria está integrado ‑además de por el preámbulo, que describe el objeto de la norma y aborda cuestiones competenciales y de procedimiento y relativas al marco normativo de referencia y a la necesidad de la regulación que se propone‑ por veintidós artículos, estructurados en tres capítulos, una disposición adicional, que subordina el proyecto a las «disponibilidades informáticas y efectivas de la Diputación Foral de Álava», dos disposiciones transitorias, respectivamente, sobre inscripción de oficio de entidades, centros y servicios con autorización de funcionamiento anterior a la entrada en vigor del proyecto o inscritas en el actual Registro Foral de Servicios Sociales y sobre inscripción provisional, una disposición derogatoria del vigente Decreto Foral 25/1999, de 23 de febrero, que crea el actual Registro Foral de Servicios Sociales del Territorio Histórico de Álava y tres disposiciones finales.

El capítulo I lleva la rúbrica de «Disposiciones generales» y regula el objeto y adscripción del Registro Foral de Servicios Sociales (art. 1), el ámbito de aplicación (art. 2), regulación general del registro (art. 3), naturaleza y funciones (art. 4), publicidad registral (arts. 5 y 6), gestión informática (art. 7) y protección de datos de carácter personal (art. 8).

El capítulo II trata sobre la «Organización del registro» y regula la estructura y organización registral (arts. 9 y 10) y la tipología de los asientos registrales (art. 11).

El capítulo III, bajo la rúbrica «Funcionamiento del registro», regula el objeto y la extensión de los asientos (arts. 12 y 13), el número registral (art. 14), efectos de los asientos (art. 15), rectificación de errores (art. 16), iniciativa para la práctica de inscripciones y anotaciones (arts. 17 y 18), tramitación electrónica (art. 19), modificación y actualización de datos (art. 20) y las causas y el procedimiento para la práctica del asiento de cancelación.
QUINTA.- Análisis del proyecto.

1. Consideración general.

El marco normativo en el que se inserta el proyecto es el delimitado, en primer lugar, por la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales, que ‑además de los preceptos de distribución competencial indicados anteriormente‑ dedica su Capítulo IV (artículos 50 a 53) a los «Registros de Servicios Sociales»; y, en segundo lugar, por el desarrollo reglamentario de estos preceptos de la LSS que en la actualidad se contiene en el Decreto 155/2012, de 24 de julio, de Registros de Servicios Sociales, del Gobierno Vasco.

El Decreto 155/2012, como se ha adelantado ya, supone el ejercicio de la potestad reglamentaria que el artículo 40.1.a) LSS atribuye al Gobierno Vasco en materia de registro de centros y servicios, proporcionando una normativa sistemática y exhaustiva en la materia, de aplicación unitaria a todos los registros de servicios sociales de la CAPV, tanto al Registro General, cuya llevanza compete al Gobierno Vasco, como también a los registros forales.

Debemos precisar, en este sentido, que el hecho de que el Decreto 155/2012 tenga por objeto (artículo 1) «la regulación de la estructura, organización y procedimiento registral de los registros de servicios sociales» no hace de esta norma un reglamento organizativo, con el significado que se da a esta expresión cuando se trata de la distribución de la competencia para el ejercicio de la potestad reglamentaria sobre una materia.

En efecto, la regulación de la naturaleza y funciones de los registros de servicios sociales, la publicidad registral, la estructura y organización del registro ‑es decir, secciones en que se estructura y libros que se llevan‑, la tipología, objeto y extensión de los asientos o el procedimiento registral, que constituye el objeto del Decreto 155/2012, aunque en un concreto sentido pueda caer bajo la rúbrica de organización registral, comoquiera que afecta a los derechos y deberes de los ciudadanos (al definir la forma y contenido del deber de suministro de información y del derecho de acceso a la misma), excede lo puramente organizativo en sentido competencial, referido a la simple ordenación de los propios medios materiales y humanos.

Debe concluirse, en definitiva, que el Decreto 155/2012, salvo lo dispuesto en su artículo 3.2, sobre adscripción al Gobierno Vasco del Registro General de Servicios Sociales, es de aplicación inmediata y directa en todos sus puntos a los registros forales de servicios sociales.
Lo anterior suscita serias dudas acerca de la existencia de “espacio” competencial y material para una regulación general y sistemática de los registros forales ‑como es la contenida en el proyecto‑ por parte de las diputaciones, más allá de aspectos puramente organizativos, en el sentido restrictivo de este término.

Desde un punto de vista competencial, porque, como ya hemos visto, la competencia de las diputaciones forales para la regulación del respectivo registro no es general, sino que se reduce a cuestiones organizativas y a aspectos complementarios de la regulación general aprobada por el Gobierno Vasco.

Desde un punto de vista material porque la normativa sistemática contenida en el Decreto 155/2012, en términos prácticos, agota la materia objeto de regulación, confinando también por esta vía la potestad reglamentaria foral a la regulación de aspectos puntuales.

El examen del contenido del proyecto confirma las dudas expresadas, comoquiera que, por un lado, regula de manera completa y sistemática la materia, al margen ‑formalmente hablando‑ del Decreto 155/2012 (véase la disposición final segunda del proyecto) y, por otro lado y paradójicamente, reproduce literalmente y en su integridad, salvo puntuales excepciones a las que se hará posterior referencia, el contenido de este mismo Decreto 155/2012.

Desde la óptica constitucional, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre la reproducción o réplica del contenido de las normas estatales por parte de las leyes autonómicas, calificándola como una «deficiente técnica legislativa» (SSTC 62/1991, 118/1996 o 76/1983) ‑frente a la cual es preferible la simple remisión (SSTC 10/1982 o 147/1993)‑, generadora de inseguridad jurídica y de confusión normativa (SSTC 146/1993, 154/1989 o 40/1981). Añadiendo que la réplica o reproducción de la normativa superior en determinados supuestos puede incurrir en inconstitucionalidad, bien por invasión competencial ‑cuando la «reproducción normativa se concreta en normas relativas a materias en las que la Comunidad Autónoma carece de competencias (STC 181/2014, entre otras)‑, bien por omisión parcial o reproducción incompleta de la norma estatal que provoque una posible confusión sobre la concreta normativa aplicable (STC 154/1989). Y que, finalmente, puede dar lugar a lo que el Tribunal Constitucional denomina «inconstitucionalidad derivada», «en aquellos supuestos en los que el precepto reproducido pierde su vigencia o es modificado, manteniéndose vigente, sin embargo, el que lo reproducía» (STC 162/1996).

Las anteriores consideraciones conducen a afirmar, en una apreciación global, que el proyecto reproduce innecesariamente la regulación del Decreto 155/2012, el cual es, por sí mismo y sin necesidad de la aprobación de ningún reglamento foral, de directa e inmediata aplicación al Registro Foral de Servicios Sociales, introduciendo confusión acerca de cuál es la norma de aplicación y alimentando dudas en el aspecto competencial, en la medida en que genera la apariencia de que la competencia para regular el registro foral es de la Diputación Foral de Álava, siendo así que tal competencia corresponde al Gobierno Vasco, y que la misma se ha materializado ya en el repetido Decreto 155/2012.
2. Consideraciones particulares.

Además de la anterior valoración de conjunto, deben añadirse las siguientes consideraciones sobre aspectos puntuales del proyecto:

a) El artículo 3 del proyecto, tras reproducir literalmente el contenido del artículo 4 del Decreto 155/2012, añade un tercer párrafo que establece la inscripción obligatoria de las entidades «que vayan a colaborar con la Administración Pública en los términos señalados en el artículo 15 del presente Decreto Foral», precepto que, además de vulnerar el Decreto 155/2012, es ininteligible después de comprobar que el artículo 15 del proyecto no se refiere a ninguna colaboración con la Administración, sino que se limita a regular los «efectos del asiento registral».

b) El artículo 6 del proyecto, además de reproducir literalmente el contenido del artículo 7 del Decreto, establece que la publicidad del registro se ejercerá de acuerdo con las normas de transparencia ‑Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero)‑ (apartado 2), añadiendo que las solicitudes (de certificación, nota simple o copia compulsada) podrán ser denegadas por aquellas causas tasadas en la legislación de transparencia (apartado 3).

Hay aquí un enfoque inadecuado de la cuestión, en primer lugar, porque la normativa en materia de transparencia tiene por objeto la información relativa a la actividad pública (artículo 1 Ley 19/2013), mientras que la publicidad registral regulada en el proyecto tiene por objeto la actividad de las entidades que operan en el ámbito de los servicios sociales, con independencia de que éstas sean públicas o privadas, y ello «con el fin de garantizar la adecuada ordenación de los servicios sociales y el conocimiento actualizado del conjunto de recursos existentes» (artículo 50.1 LSS). En segundo lugar, porque las obligaciones derivadas de la normativa de transparencia «se entienden sin perjuicio de la aplicación de la normativa autonómica correspondiente o de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más amplio en materia de publicidad» (artículo 5.2 Ley 19/2013).

Desde esta perspectiva, las referencias a la normativa de transparencia desenfocan la perspectiva propia del registro de servicios sociales y suponen una restricción de la publicidad específica de este instrumento injustificada y contraria a la vigente Ley de Servicios Sociales y al Decreto 155/2012 que la desarrolla.

c) Este mismo artículo 6 del proyecto añade en el párrafo segundo del apartado 5 una disposición según la cual «la falta de emisión del documento en plazo no supondrá, en ningún caso, la aceptación de cualquier manifestación realizada por la persona solicitante, o la inclusión en el registro de cualquier dato o circunstancia por medio del silencio administrativo positivo», no alcanzándose siquiera a vislumbrar cuando la no expedición de una certificación, nota simple o copia compulsada podría dar lugar a los efectos que tal disposición pretende evitar.
d) El artículo 8 del proyecto sobre «protección de datos de carácter personal» establece la sujeción del tratamiento automatizado de los datos del Registro de Servicios Sociales a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (apartado 1) y sintetiza algunos preceptos derivados de esta normativa sectorial (apartados 2 a 4), previsiones innecesarias y a las que cabe reiterar lo dicho en el anterior parágrafo primero, en la medida en que la sujeción a la normativa de protección de datos y el alcance de la misma son los que resultan de esta normativa sectorial y en ningún caso pueden derivar del proyecto.
e) El artículo 12 del proyecto, sobre «objeto de los asientos», luego de reproducir la enumeración contenida en el equivalente artículo 11 del Decreto 155/2012, añade una letra h) según la cual será también objeto de inscripción «cualquier otra modificación», sin especificar el objeto de la misma, por lo que, además de contravenir el Decreto 155/2012, deja el objeto de los asientos indebidamente abierto a la discrecionalidad del encargado del registro.

f) El artículo 13 del proyecto, sobre «extensión de los asientos», replica la literalidad del artículo 12 del Decreto 155/2012, salvo el apartado 5, que establece que «los asientos se practicarán a continuación unos de otros, inutilizando los espacios en blanco de las líneas que no fueran escritas por entero, mediante una raya o con guiones intercalados», vulnerando, por omisión en este caso, el citado artículo del Decreto 155/2012.

g) El artículo 15 del proyecto, sobre «efectos del asiento registral», que no tiene equivalente en el Decreto 155/2012, reproduce lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley de Servicios Sociales, siendo, por ello, predicable del mismo lo expuesto en el anterior parágrafo 1.

Mención aparte, dentro de este mismo artículo, merece el inciso final del número 3), no previsto en la Ley y que ha sido añadido por el autor del proyecto. Mientras que el artículo 53.4 LSS establece categóricamente que «la inscripción registral será condición previa necesaria para que una entidad, servicio o centro pueda acceder al régimen de subvenciones y ayudas de las administraciones públicas vascas», el proyecto, al permitir excepcionar esta previsión legal cuando «expresamente se exceptúe de este requisito en la normativa reguladora de las mismas» (subvenciones o ayudas) vulnera la misma, por lo que entendemos que el inciso final del número 3) del artículo 15 del proyecto debe ser suprimido por contrario a la ley.

h) El artículo 18 del proyecto, sobre «tramitación para la inscripción a instancia de parte interesada», reproduce en lo sustancial lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 155/2012, aunque con dos alteraciones:

- En relación con el apartado primero, sobre documentación a presentar para la inscripción de entidades, centros y servicios, el proyecto, alterando indebidamente la sistemática del apartado correlativo del artículo 16 del Decreto 155/2012, distingue a estos efectos entre la inscripción de entidades, por un lado, y de centros y servicios, por otro, con la finalidad de exigir para la inscripción de centros y entidades, adicionalmente, los siguientes documentos: i) documentación acreditativa del derecho de uso del inmueble y plan de autoprotección, ii) seguro de hogar y de responsabilidad civil y iii) reglamento de régimen interior.

Pero debemos observar que la exigencia de esta documentación es, en primer lugar, injustificada por no pertinente, pues no guarda ninguna relación con el contenido de la inscripción de centros y servicios (como revela el punto 2.2 del Anexo del proyecto, que enumera lo datos que han de figurar en la inscripción de centros y servicios), y, en segundo lugar, redundante, en la medida en que se trata de documentos exigidos para la autorización de funcionamiento de centros y servicios por el artículo 9.2 del Decreto 40/1998, de 10 de marzo, por el que se regula la autorización, registro, homologación e inspección de los servicios sociales de la Comunidad Autónoma del País Vasco, autorización de funcionamiento que es siempre un acto previo a la inscripción.

- Además, el proyecto omite indebidamente el apartado 2 del artículo 16 del proyecto, que exceptúa la presentación de documentos en relación con la inscripción de entidades previamente inscritas en un registro público de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

i) El artículo 20 del proyecto reproduce el correlativo del Decreto 155/2012, sobre «actualización de datos» registrales, que establece la obligación de las entidades inscritas de actualizar los datos registrales relativos a entidades, centros y servicios, pero añadiendo el contenido del apartado 2 del proyecto, que particulariza ese deber, sin ninguna referencia temporal y en relación con ciertas circunstancias que este apartado enumera, con el efecto de contravenir y de arrojar confusión sobre el esquema previsto en la norma de aplicación ‑artículo 53.5 LSS y el repetido Decreto 155/2012.

j) La disposición final segunda establece la aplicación supletoria del Decreto 155/2012 del Gobierno Vasco, lo que supone una inversión contraria a derecho del orden competencial establecido en los artículos 40 y 41 de la Ley de Servicios Sociales, de los que resulta, como se ha examinado más arriba, la aplicación prioritaria y anterior en el orden de prelación de la normativa reglamentaria del Gobierno Vasco en materia de registro de servicios sociales frente a la normativa foral.
III. CONCLUSIÓN
1ª. En lo que respecta al procedimiento, no se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto Foral 29/2017, sobre planificación normativa, y con la omisión de los trámites de audiencia y de información pública se ha vulnerado lo dispuesto en los artículos 9 y 13 del mismo Decreto Foral 29/2017.

2ª. A la vista de la aplicabilidad directa e inmediata del Decreto 155/2012, de 24 de julio, del Gobierno Vasco, al Registro Foral de Servicios Sociales de Álava, razones de claridad normativa y competencial aconsejan que el futuro reglamento reduzca el contenido de su regulación a las cuestiones puramente organizativas, que son las que se contienen en los artículos 1 (apartado 2), artículo 7, disposición derogatoria y disposiciones finales primera y tercera del proyecto, remitiéndose en los demás puntos de su contenido a lo previsto en el Decreto 155/2012.

3ª. En todo caso, lo dispuesto en los artículos 3 (párrafo 3º), 6 (apartados 2, 3 y párrafo 2º del apartado 5), 12 (letra h), 15 (párrafo 2º, punto 3, inciso final), 18 (apartado 3, puntos d), e) y f), 20 (apartado 2) y disposición final segunda del proyecto, en los términos expresados en la anterior consideración quinta, vulnera el ordenamiento jurídico.
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